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de noviembre, FJ 5; 154/1999, de 14 de septiembre,
FJ 4); más concretamente, ha declarado que reviste rele-
vancia o interés público la información sobre los resul-
tados positivos o negativos que alcancen en sus inves-
tigaciones las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado,
especialmente si los delitos cometidos entrañan una cier-
ta gravedad o han causado un impacto considerable en
la opinión pública, extendiéndose aquella relevancia o
interés a cuantos datos o hechos novedosos puedan
ir descubriéndose, por las más diversas vías, en el curso
de las investigaciones dirigidas al esclarecimiento de su
autoría, causas y circunstancias del hecho delictivo
(SSTC 219/1992, de 3 de diciembre, FJ 4; 232/1993,
de 12 de julio, FJ 4; 52/2002, de 25 de febrero, FJ 8).

La cuestión se centra pues en dilucidar si las afir-
maciones por las que fue condenada civilmente la
recurrente eran relevantes y necesarias para el interés
público de la información, o por el contrario podían haber-
se evitado sin merma alguna del derecho de los ciu-
dadanos a una información veraz.

Al respecto debe señalarse que, estando en juego
el honor y la intimidad de particulares, el interés público
de la información relativa a los sucesos de trascendencia
penal en ningún caso puede exonerar al informador de
un atento examen sobre la relevancia pública y la vera-
cidad del contenido de cada una de las noticias que
esa información general encierra y que se refieren a per-
sonas determinadas (STC 219/1992, de 3 de diciembre,
FJ 4). En efecto, la exigencia de tutelar el derecho de
información no puede significar que se dejen vacíos de
contenido los derechos fundamentales de quienes resul-
ten afectados por el ejercicio de aquél, que sólo han
de sacrificarse en la medida en que ello resulte necesario
para asegurar la información libre en una sociedad demo-
crática, tal como establece el art. 10.2 del Convenio
europeo de derechos humanos (STC 171/1990, de 12
de noviembre, FJ 5). No merecen, por tanto, protección
constitucional aquellas informaciones en que se utilicen
insinuaciones insidiosas o vejaciones dictadas por un
ánimo ajeno a la función informativa o cuando se comu-
niquen, en relación a personas privadas, hechos que afec-
ten a su honor o a su intimidad y que sean innecesarios
e irrelevantes para lo que constituye el interés público
de la información. En tales casos ha de estimarse que
el medio de comunicación no se utiliza con una finalidad
informativa, sino «en forma innecesaria y gratuita en rela-
ción con esa información» (SSTC 105/1990, de 6 de
junio, FJ 8; 171/1990, FJ 5) y que, por tanto, no está
amparado en el art. 20.1 d) CE, por carecer de la nece-
saria relevancia pública (SSTC 171/1990, FJ 5;
214/1991, de 11 de noviembre, FJ 6; 40/1992, de
30 de marzo, FJ 3; 85/1992, de 8 de junio, FJ 4;
138/1996, de 16 de septiembre, FJ 3).

5. Pues bien, de acuerdo con tales criterios, procede
afirmar que el contenido de la información relativa a
la Sra. Villanueva que fue tomado en consideración por
los Tribunales para condenar civilmente a la hoy recurren-
te no está protegido por el art. 20.1 d) CE, como aquéllos
estimaron correctamente en sus resoluciones.

En efecto, el reportaje periodístico examinado relata
las circunstancias personales de la autora del crimen,
la Sra. Navascués, y al describir las relaciones que man-
tenía con la víctima expone diversos datos sobre la Sra.
Villanueva, perfectamente identificable al referirse a ella
como «Aurora V.», acompañando el texto de una foto-
grafía en la que se la señala como «la amiga de Petra».
Entre otros extremos, se informa de que estaba separada
de su marido y que contaba con escasos recursos, razón
por la cual recibía ayuda de la Sra. Navascués, afirmando
luego que ésta la indujo a la prostitución, e insinuando
que ambas mantenían una relación afectiva, extremo
que se vincula al móvil del delito, a saber, los celos que

sintió la autora del crimen ante la aproximación sen-
timental entre la Sra. Villanueva y quien finalmente fue
la víctima del robo con homicidio.

Es cierto que la relación afectiva entre la Sra. Villa-
nueva y la autora del crimen se vincula directamente
con los móviles del mismo, y es innegable que el cono-
cimiento del móvil de la conducta criminal tiene en este
caso trascendencia informativa lo que podría excluir la
lesión de los derechos fundamentales invocados. Pero,
en cualquier caso el dato relativo a que la Sra. Villanueva
fue inducida a la prostitución carece de trascendencia
informativa en relación con el crimen relatado, y revela
innecesariamente un aspecto de su vida privada que,
además, la hace desmerecer del concepto público, al
vincularla a una actividad socialmente reprobada que
proyecta sobre ella un juicio negativo. Se trata en suma
de una persona privada involucrada en un suceso de
relevancia pública, de la que se comunican «hechos que
afectan a su honor o a su intimidad manifiestamente
innecesarios e irrelevantes para el interés público de la
información» (STC 105/1990, de 6 de junio, FJ 8). La
difusión de este dato carece pues de la relevancia pública
necesaria para atribuirle valor alguno en la formación
de la opinión pública sobre el hecho que constituía el
objeto central del reportaje periodístico (STC 138/1996,
de 16 de septiembre, FJ 5).

En definitiva, los datos que el reportaje enjuiciado
revela sobre la Sra. Villanueva exceden de cuanto puede
tener trascendencia informativa en relación con el crimen
relatado, objeto del trabajo periodístico, y por ello aquel
contenido de la información no merece la protección
constitucional que otorga el art. 20.1 d) CE, tal como
estimaron correctamente las Sentencias impugnadas.
Por todo ello procede desestimar el presente recurso
de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña Julia Pérez
Rodríguez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de mayo de dos mil dos.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

11897 Sala Segunda. Sentencia 122/2002, de 20
de mayo de 2002. Recurso de amparo
4852/99. Promovido por don Manuel Gómez
Diéguez frente al Auto de la Audiencia Pro-
vincial de Guipúzcoa que desestimó su peti-
ción de nulidad de actuaciones en un juicio
ejecutivo.
Alegada vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión: inadmisión del recur-
so de amparo por extemporáneo, al haber soli-
citado una nulidad de actuaciones manifies-
tamente improcedente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
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don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4852/99, interpuesto
por don Manuel Gómez Diéguez, representado por la
Procuradora doña Beatriz Sánchez-Vera Gómez-Trelles,
con la asistencia del Letrado don José Carlos García
Paredes, contra el Auto de fecha 23 de septiembre de
1999, dictado por la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Guipúzcoa en el rollo de apelación civil
núm. 2205/97, derivado del juicio ejecutivo núm.
430/95, seguido ante el Juzgado de Primera Instancia
núm. 5 de San Sebastián, por el que se desestimó una
previa solicitud de nulidad de actuaciones. Ha interve-
nido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal el
día 19 de noviembre de 1999 la Procuradora doña Bea-
triz Sánchez-Vera Gómez-Trelles, en nombre y represen-
tación de don Manuel Gómez Diéguez, formuló demanda
de amparo contra la resolución judicial reseñada en el
encabezamiento.

2. La pretensión de amparo formulada en la deman-
da tiene como antecedente los siguientes hechos, que
se resumen a tenor de lo que resulta de las actuaciones:

a) Don Manuel Gómez Diéguez estuvo casado con
doña Rosa González González, de la que tuvo una hija
llamada doña Rosa-María Gómez González. Con fecha
de 18 de junio de 1992, a instancia del ahora recurrente,
se dictó Auto por el que, mientras se tramitaba la soli-
citud de separación judicial, se adoptaron como provi-
sionales diversas medidas de las previstas en los arts.
102 y siguientes del Código civil. Cinco meses después,
el 4 de noviembre de 1992, el Juez dictó Sentencia
de separación que fue confirmada en apelación por Sen-
tencia de 15 de diciembre de 1993. Con fecha de 19
de mayo de 1995 se dictó Sentencia de divorcio, que
fue confirmada en apelación el 10 de abril de 1996.

b) Durante este proceso, ya formulada la solicitud
de separación, el 21 de agosto de 1992 doña Rosa
González González suscribió con la Caja de Ahorros y
Monte de Piedad de Guipúzcoa y San Sebastián un prés-
tamo, con garantía personal, por el que recibió
4.000.000 de pesetas. Del mismo fue fiadora su hija
doña Rosa-María Gómez González.

c) Incumplidas las obligaciones derivadas del prés-
tamo, la citada Caja de Ahorros interpuso el 24 de mayo
de 1995 una demanda de juicio ejecutivo contra la pres-
tataria en reclamación de 5.283.342 de pesetas, más
intereses y costas, que extendió a «su esposo, de quien
se desconocen los datos personales, y a quien se deman-
da a los efectos del art. 144 del Reglamento Hipote-
cario», a fin de embargar bienes gananciales, así como
contra la hija de ambos, fiadora del préstamo.

d) Despachada la ejecución, el día 5 de julio de
1995 se practicó diligencia de requerimiento de pago,
embargo y citación de remate con la prestataria y con
la fiadora, expresándose en la diligencia que da cuenta

de la primera que «este mismo auto se notifica al esposo
de Rosa González González a los efectos del art. 144
R.H.».

e) Seguido en rebeldía de las demandadas el juicio
ejecutivo (autos núm. 430/95), el 26 de julio de 1995
el Juzgado dictó Sentencia de remate en la que mandó
seguir adelante la ejecución despachada contra doña
Rosa-María Gómez González y doña Rosa González Gon-
zález hasta hacer trance y remate de los bienes embar-
gados, y con su importe íntegro pago a la actora en
la cantidad de 5.283.342 pesetas de principal, más los
intereses pactados y costas. Esta Sentencia fue notifi-
cada exclusivamente a la prestataria y fiadora deman-
dadas.

Con fecha de 13 de septiembre de 1995, mediante
una llamada «diligencia de adición», con el fin de prac-
ticar la anotación de los embargos acordados, el Secre-
tario Judicial hizo constar que «Rosa González González
se encuentra casada con don Manuel Gómez Dieguez
a quien se le notificó la existencia del procedimiento
a los efectos del art. 144 del Reglamento Hipotecario».

3. Seguida la vía de apremio exclusivamente con
las demandadas, y celebrada la primera subasta el 23
de septiembre de 1996, sin ningún licitador, con fecha
1 de octubre de 1996, el ahora recurrente, mediante
escrito firmado por Procurador y Letrado, tras alegar que
la deuda por la que se seguía el procedimiento era exclu-
siva de su ex-esposa, y que el préstamo en que se fun-
daba la demanda había sido concertado por su ex-esposa
de forma unilateral y sin su consentimiento, una vez
que se hallaban separados, citando los arts. 1373 y 1367
CC adujo que el embargo integral de sus bienes ganan-
ciales acordado en el procedimiento era improcedente,
por lo que solicitó, al amparo del art. 238 LOPJ, que
se declarara la nulidad de actuaciones de la fase de
ejecución del procedimiento y se cancelase la anotación
de embargo de los bienes gananciales. El 4 de octubre
de 1996 presentó un escrito adicional que ponía de
relieve que, tras examinar los autos y comprobar el con-
tenido de la «diligencia de adición» de 13 de septiembre
de 1995 se negaba su exactitud ya que en ningún
momento, en el procedimiento ejecutivo, se le practicó
notificación alguna, por lo que reiteró la anterior solicitud
de nulidad.

a) El Juzgado, por Auto de 16 de octubre de 1996,
tras razonar, entre otros, que la Sentencia de separación
no fue inscrita en el Registro de la Propiedad, y que
no se había liquidado la sociedad de gananciales, y que
el embargo le «fue notificado a don Manuel Gómez Dié-
guez (según expresaba la diligencia de embargo de fecha
5 de julio de 1995 y la diligencia de constancia de fecha
14 de julio de 1995), sin que el mismo llevase a cabo
manifestación alguna» acordó no haber lugar a las peti-
ciones promovidas en su escrito de 1 de octubre
de 1996.

b) Interpuesto recurso de reposición contra la refe-
rida resolución, fue desestimado por Auto de 21 de mar-
zo de 1997, razonándose que, conforme establecen los
arts. 161 y 168 LEC, para la validez de una notificación
no es necesario que sea practicada directamente con
el interesado, y en el presente caso el embargo fue noti-
ficado al esposo de doña Rosa González «por medio
de ésta en la misma diligencia de requerimiento, embar-
go y citación de remate practicada el día 5 de julio de
1995 en Irún».

c) La Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de San Sebastián (rollo 2205/97), desestimó mediante
Auto de 23 de septiembre de 1999, notificado el 28
de octubre siguiente, el recurso de apelación presentado
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por el recurrente. En su fundamentación se expresó la
siguiente motivación:

«Segundo. Vistos los Autos de fecha 16 de octubre
de 1996, 21 de marzo de 1997, las Sentencias de 26
de julio de 1995 del Juzgado de Primera Instancia núm.
5 de San Sebastián, la Sentencia del Juzgado núm. 1
de Irún, la Sentencia de la Audiencia Provincial Sección
de 3.a de este litigio [sic]. Por lo cual todo lo alegado
en esta vista oral no es más que las alegaciones ya
formuladas y resueltas, por lo que esta Sala acepta los
fundamentos jurídicos de los Autos anteriormente
recurridos.»

d) Igualmente el recurrente planteó el 23 de abril
de 1997 una tercería de dominio que, por Auto de 7
de mayo de 1997 del Juzgado de Primera Instancia núm.
5 de San Sebastián, no fue admitida a trámite por con-
siderar que «el cónyuge no ejecutado, en su condición
de co-titular conjunto de la constelación de bienes y
derechos que constituyen el patrimonio ganancial, tiene
en sus manos para defender los bienes comunes frente
a pretensiones de terceros basados en derechos [sic]
privativos del consorte, el remedio procesal diseñado
en el art. 1373 de LEC [sic] (facultad de postular que
el embargo se ciña a la parte que corresponda en los
bienes gananciales al cónyuge deudor, procediéndose
para ello a la disolución y liquidación de la sociedad
legal de gananciales)» (razonamiento jurídico 2).

4. En la demanda de amparo se alega la lesión del
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión. Se anuda dicho efecto, constitucionalmente
vedado, a la defectuosa citación de remate, reseñada
en la diligencia de 5 de julio de 1995, pues entiende
que contiene defectos formales que le impidieron alcan-
zar su finalidad. Asimismo denuncia que tampoco le fue
notificada la Sentencia de remate, lo que también le
habría ocasionado indefensión al no poder oponerse a
sus pronunciamientos. Por último considera incongruen-
te y contradictorio el razonamiento de las resoluciones
recurridas, pues, pese a mantener que la deuda ejecu-
tada era propia de la ex-esposa del demandante, man-
tiene el embargo sobre la parte alícuota de sus bienes
gananciales. Por todo ello solicita de este Tribunal que
se declare la nulidad de la citación de remate y de la
Sentencia que ratifica la orden de pago, embargo y apre-
mio, retrotrayendo las actuaciones al momento inme-
diatamente anterior a la notificación de la orden de
embargo.

5. Mediante providencia de 7 de noviembre de
2000 la Sala Segunda acordó la admisión a trámite de
la demanda de amparo y, en consecuencia, en aplicación
de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigió comunicación
a los órganos judiciales que actuaron para que remitieran
certificación adverada de las actuaciones y emplazaran
a quienes hubieran sido parte en el procedimiento, excep-
to al recurrente en amparo, a fin de que en el término
de diez días pudieran comparecer en este proceso y
formular las alegaciones que tuvieran por oportunas.

6. El 25 de enero de 2001 la Sala acordó dar vista
de las actuaciones recibidas, por plazo común de veinte
días, al recurrente y al Ministerio Fiscal para que, de
conformidad con el art. 52.1 LOTC, y dentro de dicho
término, presentaran las alegaciones pertinentes.

7. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
19 de febrero de 2001 la representación del recurrente
dio por reproducidas las alegaciones formuladas en la
demanda.

8. Las alegaciones del Ministerio Fiscal tuvieron
entrada en el Registro de este Tribunal el día 5 de marzo
de 2001. En ellas, después de resumir los antecedentes

y fundamentos de la demanda de amparo, considera
que la pretensión de amparo debe ser estimada, pues,
aunque por su tenor literal pudiera pensarse que la dili-
gencia de requerimiento de pago y citación de 5 de
julio de 1995 se practicó personalmente con el deman-
dante, el resto de circunstancias concurrentes conduce
a la conclusión de que la notificación se dio por hecha
a través de su ex-esposa. Su estudio, además, pone de
relieve que la citación se practicó de forma defectuosa,
incumpliendo las obligaciones legalmente establecidas
en el art. 268 LEC, por lo que no existe un mínimo
de certeza de que el conocimiento del litigio por parte
del recurrente se produjera de forma efectiva, lo que
conduce, en su opinión, a la estimación del amparo por
apreciarse el efecto de indefensión que se denuncia.

9. Por providencia de 16 de mayo de 2002 se seña-
ló, para deliberación y votación de la presente Sentencia,
el día 20 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige en su enca-
bezamiento contra el Auto de fecha 23 de septiembre
de 1999, dictado por la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Guipúzcoa por el que se desestimó el recur-
so de apelación presentado contra otro anterior, de fecha
16 de octubre de 1996, ratificado en reposición el 21
de marzo de 1997, por el que el Juez de Primera Ins-
tancia núm. 5 de San Sebastián desestimó la solicitud
de nulidad de actuaciones formulada por el recurrente
en el juicio ejecutivo núm. 430/95. Sin embargo la situa-
ción de indefensión que el recurrente en amparo denun-
cia bajo la invocación del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE) sería imputable en su origen, tal
y como se señala en la demanda de amparo, a la forma
de practicar la diligencia de citación y embargo acordada
por el Juzgado de Primera Instancia a través de la cual
se procedió a embargar la totalidad de su patrimonio
ganancial sin habérsele notificado debidamente tal cir-
cunstancia, así como a las posteriores actuaciones pro-
cesales que, ya en la vía de apremio posterior a la Sen-
tencia de remate, acordaron ofrecer en subasta pública,
sin su conocimiento, parte de dichos bienes.

Considera el recurrente que se ha lesionado su dere-
cho fundamental a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE), vulneración que anuda ya a la
citación de remate, reseñada en la diligencia de 5 de
julio de 1995, pues entiende que incurrió en defectos
formales que le impidieron alcanzar su finalidad, lo cual
no fue tampoco subsanado posteriormente, pues no se
le notificó la Sentencia de remate, con lo que se le habría
dado ocasión de poder oponerse a sus pronunciamien-
tos. Por último considera incongruente y contradictorio
el razonamiento de las resoluciones recurridas, pues,
pese a mantener que la deuda ejecutada era propia de
su ex-esposa, los órganos judiciales mantienen el embar-
go sobre su parte alícuota de bienes gananciales.

2. Determinada así la concreta vulneración denun-
ciada en este recurso de amparo, a la vista de la fecha
en que supuestamente se produjo la denuncia de la
lesión aducida (octubre de 1996), y por dirigirse contra
una resolución judicial que desestimó una solicitud de
nulidad de actuaciones, antes de entrar en su enjuicia-
miento es preciso indagar si el recurrente ha observado
o no los requisitos legalmente establecidos para su via-
bilidad, cuestión de orden público susceptible de análisis
en el momento de Sentencia aunque el eventual defecto
no se hubiese advertido en el trámite de admisión (por
todas STC 201/2000, de 24 de julio, FFJJ 2 y 3; y
152/2001, de 2 de julio). Específicamente se trata de
determinar si la demanda ha sido presentada dentro del
plazo previsto por la ley o éste ha resultado artificial-
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mente alargado por el recurrente al intentar, en vía judi-
cial, una vía de impugnación improcedente.

En numerosas resoluciones este Tribunal Constitu-
cional ha declarado que el cumplimiento del plazo pre-
visto en el art. 44.2 LOTC no constituye una exigencia
formal sin justificación, sino que representa una garantía
sustancial de seguridad jurídica que actúa como plazo
de caducidad, improrrogable y de imposible suspensión,
no susceptible de ser ampliado artificialmente por arbitrio
de las partes, mediante el ejercicio abusivo e indebido
de todos los remedios procesales imaginables en la vía
judicial previa, los cuales sólo deben utilizarse cuando
resulten razonablemente exigibles por ser los proceden-
tes con arreglo a las normas procesales, debiendo esti-
marse excluidos aquellos otros no previstos en la Ley
o manifiestamente improcedentes en el curso del pro-
ceso de que se trate. En razón de ello la fecha en que
ha de iniciarse el cómputo del referido plazo es aquélla
en la que al demandante de amparo se le notifica o
tiene conocimiento suficiente o fehaciente de la reso-
lución que pone fin a la vía judicial previa, sin que puedan
tomarse en consideración los recursos notoriamente
inexistentes o inviables que se interpongan con poste-
rioridad a dicha fecha (por todas, SSTC 199/1993, de
14 de junio, FJ único; 338/1993, de 15 de noviembre,
FJ 2; 161/1998, de 14 de julio, FJ 2).

En este sentido es reiterada doctrina constitucional,
desde la STC 185/1990, de 15 de noviembre, que el
incidente o la solicitud de nulidad de actuaciones frente
a resoluciones judiciales firmes, antes de la reforma del
art. 240 LOPJ operada por la Ley Orgánica 5/1997,
de 4 de diciembre, constituía un recurso manifiestamen-
te improcedente y como tal incapaz de producir una
interrupción del plazo de caducidad previsto en el art.
44.2 LOTC para el ejercicio tempestivo de la acción de
amparo, plazo que ha de empezar a computarse desde
el momento en que se produce la notificación de la deci-
sión judicial a la que se le imputa la lesión constitucional
o, en defecto de ésta, desde que el demandante de ampa-
ro tiene conocimiento suficiente y fehaciente de la mis-
ma, de modo que, si por haberse suscitado el incidente
de nulidad de actuaciones el recurrente en amparo demo-
ra la interposición del recurso más allá de los veinte
días siguientes a la notificación de la resolución lesiva
de su derecho fundamental, o desde que tiene cono-
cimiento suficiente y fehaciente de la misma, su posterior
demanda deberá ser reputada inadmisible por encon-
trase formalizada fuera de plazo (STC 84/1995, de 5
de junio, FJ 3).

3. A la luz de la doctrina constitucional expuesta,
de la misma forma en que ha sido apreciado por esta
Sala en las SSTC 39/2000, de 14 de febrero, y
245/2000, de 16 de octubre, ha de estimarse la con-
currencia de la causa de inadmisión de la demanda de
amparo consistente en haber sido presentado más allá
del plazo de veinte días previsto en el art. 44.2 LOTC
(art. 50.1.a de la misma norma), en cuanto va dirigida
contra la diligencia de embargo de 5 de julio de 1995
y las posteriores actuaciones procesales practicadas has-
ta la oferta en pública subasta de los bienes embargados.

En efecto, según resulta del examen de las actua-
ciones judiciales, el demandante de amparo se personó
y mostró parte en el proceso mediante escrito presen-
tado en el Juzgado de Primera Instancia el día 1 de
octubre de 1996, más de un año después de haber
sido dictada Sentencia de remate (el 26 de julio de
1995). En su escrito alegó que la deuda por la que se
seguía el procedimiento era exclusiva de su ex-esposa,
y que el préstamo en que se fundaba la demanda había
sido concertado por ella de forma unilateral y sin su
consentimiento, una vez que se hallaban separados, por
lo que, con cita de los arts. 1373 y 1367 del Código

civil, adujo que el embargo integral de sus bienes ganan-
ciales, acordado en el procedimiento, era improcedente,
por lo que solicitó, al amparo del art. 238 LOPJ, que
se declarase la nulidad de actuaciones de la fase de
ejecución del procedimiento y se cancelase la anotación
de embargo de los bienes gananciales.

Pese al estado procesal que mantenían las actuacio-
nes, ya en fase de ejecución de Sentencia, el recurrente,
en vez de promover demanda de amparo a partir de
ese momento, en el plazo previsto en el art. 44.2 LOTC,
denunciando la indefensión que consideraba que se le
había causado, promovió, tal y como se reseña en el
antecedente núm. 3, frente a aquella diligencia de embar-
go y las posteriores actuaciones procesales (incluida la
vía de apremio), una inexistente e improcedente denun-
cia de nulidad de actuaciones, que tanto el Juzgado de
Primera Instancia como la Audiencia Provincial deses-
timaron, sin que, dadas las fechas en las que se desarrolló
el asunto (transcurridos más de cinco años desde la publi-
cación de la STC 185/1990, de 15 de noviembre, y
con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley Orgánica
5/1997, de 4 de diciembre), resulte dudoso que el
demandante de amparo o, en todo caso, su defensa
debía ser conocedora de que la petición de nulidad de
actuaciones no podía arrojar más resultado que la de
convertir en extemporánea cualquier ulterior demanda
de amparo constitucional (SSTC 75/1994, de 14 de
marzo, FJ 2, y 166/1997, de 13 de octubre, FJ 3),
en las que ya establecimos que «declarada la consti-
tucionalidad del art. 240.2 LOPJ (STC 185/1990, de
15 de noviembre), es indudable que una vez que haya
recaído Sentencia definitiva, la nulidad de las resolucio-
nes judiciales sólo puede hacerse valer mediante la arti-
culación de recursos extraordinarios o del amparo cons-
titucional ... y, por tanto, promover entonces un incidente
de nulidad de actuaciones entraña la utilización de un
medio de impugnación legalmente inexistente o mani-
fiestamente improcedente y, por ende, una prórroga arti-
ficial del perentorio plazo de caducidad establecido para
interponer el recurso de amparo».

Con la descrita actitud procesal, el demandante de
amparo dilató indebidamente el plazo de caducidad que
establece el art. 44.2 LOTC, por la utilización de un reme-
dio impugnatorio manifiestamente inviable, debiendo
concluirse, por consiguiente, que la demanda de amparo
incurre en la causa de inadmisión prevista en el art. 50.1 a),
en relación con el art. 44.2, ambos de la LOTC, en cuanto
viene dirigida contra la diligencia de embargo de 5 de
julio de 1995, y las subsiguientes actuaciones pro-
cesales.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir la presente demanda de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de mayo de dos mil dos.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.


